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RESUMEN 

Tanto el ordenamiento tributario español como el italiano han reformado la normativa 
mercantil aplicable al gobierno de las sociedades introduciendo la evaluación del riesgo 
fiscal entre los deberes fiduciarios de los administradores, en línea con las políticas de 
cumplimiento cooperativo promovidas desde la OCDE, que en Italia han dado lugar a 
un  procedimiento  tributario  específico  para  las  grandes  empresas,  denominado  de 
adempimento collaborativo. 

En este trabajo se describen dichas disposiciones en España (epígrafe 1) e Italia (epí-
grafe 2) en términos comparativos. El epígrafe tercero se centra en realzar el papel fun-
damental que en la configuración de estos deberes fiduciarios tiene el principio de con-
fianza legítima, para dedicar el cuarto a una reflexión final sobre el previsible desarro-
llo que estas políticas están llamadas a tener en el Derecho tributario. 

El objetivo es el de evidenciar el papel que pueden cumplir estas políticas cooperativas 
de prevención de riesgos fiscales en el seno de las corporaciones como instrumento útil 
para construir una relaciones tributarias fundamentadas sobre la colaboración mutua, 
que contribuyan a reducir la litigiosidad y que, desde el ámbito inicial de las grandes 
empresas, se puedan extender al conjunto de los contribuyentes. 

Palabras clave: relaciones cooperativas, deberes fiduciarios de los administradores, con-
fianza legítima, prevención de riesgos fiscales, buena gobernanza corporativa. 

(*) Este trabajo se ha elaborado reconstruyendo en profundidad una comunicación presenta-
da por sus autores en el Congreso que con el título First international conference on risk-manage-
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ABSTRACT 

nowadays, italian and spanish tax and corporate/company laws are changing in order 
to implement the OECD’s so-called «cooperative compliance» tax management policies 
(adempimento collaborativo, cumplimiento cooperativo). 

One of the new tax policies in this sense, mandates that members of the Board must get 
directly involved in the design, implementation, management and control of corporate 
tax policies strategies and proceedings. 

in this vein, these new national regulations try to add tax compliance and risk preven-
tion to the specific diligence and oversight duties of the Board. Up until now, these poli-
cies have been particularly developed in other countries, and have only been recently in-
troduced to italy and spain. 

The methodology used to draft this paper is that of first analysing the «tax good gover-
nance» regulations introduced in spain and italy. it must be pointed out that, in this 
context, there is a key role to be played by the principle of legitimate taxpayers’ expec-
tations. 

The paper’s objective is to demonstrate the importance of cooperation between taxpa-
yers and tax authorities as an instrument to prevent unnecessary tax risk and reduce 
resource-intensive tax litigation. 

Keywords: cooperative compliance-diligence duties of board members, legitimate expec-
tation, tax risk prevention, tax good governance. 

ment se organizó por el Departamento de Economía de la Universidad de Turín en mayo del 2016. 
La comunicación fue distinguida con el primer premio en la sección “Risk management and crime 
tax consequences” coordinada por el Prof. GiUsEPPE Vanz, insertándose el original en inglés en las 
actas del Congreso. Una versión en italiano de dicha comunicación fue también publicada en ita-
liano en la Rivista di Diritto tributario internazionale (2015). nasTri, M. P., Profesora titular de la 
Università suor Orsola de Benincasa es la autora del segundo epígrafe; rOzas, J. a., Profesor acre-
ditado a cátedra en la Universitat de Barcelona es autor de los epígrafes primero y cuarto, así co-
mo de la traducción y revisión del conjunto; y la Dra. sOnETTi, E., doctora en régimen de co-tutela 
en las dos Universidades precedentes, es la autora del tercer epígrafe. 
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1. El RégiMEN ESPAñol dE buEN gobiERNo coRPoRAtivo 
EN MAtERiA fiScAl 

Desde mediados de la pasada década un nuevo modelo de gestión pública de los sis 
temas tributarios –denominado por su principal impulsor, el Forum de Administracio-
nes Tributarias de la OCDE, de «cumplimiento cooperativo» o «relaciones cooperati 
vas» (1)– ha venido informando y transformando, en mayor o menor medida, las estra 
tegias de prevención y lucha contra los comportamientos de elusión o evasión fiscal de 
un buen número de Administraciones tributarias (2), desde el convencimiento de que, 
particularmente en lo que a las grandes empresas se refiere, para mejorar significati 
vamente los índices de cumplimiento tributario es necesario combinar la persuasión y 
el diálogo –la simplificación del sistema y su buena administración (3)– con la coerción 
y el castigo (4). 

Probablemente las Autoridades tributarias más activas en este orden de cosas han si 
do las australianas, con su ya famoso «pyramid approach» (5), las británicas, que abor 
dan el fenómeno desde la perspectiva de lo que denominan «tax risk management ap-
proach» (6), y las holandesas, que han desarrollado un bien conocido y completo sistema 
de gestión tributaria denominado «horizontal monitoring» (7). 

(1) Véase OCDE (2013). 
(2) En la literatura española sobre el particular, cabe destacar los trabajos de CALDEróN CA 

rrErO, J. M., QUINTAS SEArA, A. (2015), CórDOBA OCAñA, E. (2017) y rOzAS VALDéS, J. A., (2016). 
Incluso adelantándose al trabajo de la OCDE del 2013, ya apareció en esta revista, un trabajo se 
minal sobre el particular, GONzáLEz DE FrUTOS (2010). En particular sobre la experiencia españo 
la al respecto, véase, también, SANz GóMEz (2014). 

(3) Como ha puesto acertadamente de manifiesto SANz GóMEz (2016 b), los sistemas de cumpli 
miento cooperativo se engarzan, en cuanto sus fundamentos jurídicos, con el deber, o el derecho, a 
una buena Administración. JUAN LOzANO, A. M. y FUSTEr ASENCIO, C. (2016) desarrollan todo un 
análisis transversal del ordenamiento tributario español, con extenso elenco de propuestas de re 
forma, en estos términos: poniendo en relación la seguridad jurídica y la buena administración co 
mo premisas sobre las que avanzar en un modelo de relaciones cooperativas que mejore sustan 
cialmente el nivel de cumplimiento efectivo del sistema tributario. 

(4) Véase AkhAND, z. y hUB, M (2016). 
(5) Véase BrAIThwAITE, V. (2009). 
(6) Véase FrEEDMAN, J., LOOMEr, G. T. y VELLA, J. (2009). 
(7) Véase STEVENS COMMITTEE (COMMITTEE hOrIzONTAL MONITOrING TAx AND CUSTOMS ADMINIS 

TrATION) (2012). 
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Esta política fiscal organizativa (co-operative compliance) está presidida por el propó 
sito de dar forma a un nuevo modelo de relaciones entre las Administraciones tributa 
rias y los contribuyentes, fundamentalmente a través de los representantes de estos úl 
timos, construido no sobre las premisas de la confrontación conflictiva de intereses sino 
sobre la base de una razonable confianza recíproca. Con el objetivo de prevenir, minimi 
zar y resolver de forma eficiente y equilibrada las eventuales controversias que entre 
ambas partes se puedan ir suscitando; de conseguir sistemas tributarios más predeci 
bles en sus consecuencias, y más eficaces en su aplicación, construidos sobre la base de 
un nivel generalizado de cumplimiento espontáneo aceptable en sus resultados. Una de 
las estrategias desplegadas en este sentido ha sido la de introducir el concepto de buena 
gobernanza fiscal en el corazón de los Consejos de administración de las corporaciones 
mercantiles. Este objetivo se ha articulado incorporando los deberes de cumplimiento 
tributario y de evaluación y prevención de los riesgos fiscales al entramado de las mate 
rias que abarcan los deberes fiduciarios de los administradores societarios (generalmen 
te considerados deberes de vigilancia, lealtad y buena fe). Desde la consideración de las 
Autoridades públicas como stakeholders de las corporaciones mercantiles, el deber de 
contribuir vendría a formar parte de la responsabilidad social corporativa y, por ende, 
de los deberes que en relación a la misma vinculan a los administradores societarios. 

Se establece, así, un claro punto de confluencia entre la legislación mercantil sobre el 
buen gobierno de las corporaciones y el Derecho tributario, que a estos efectos confluyen 
en un mismo objetivo: prevenir y disminuir los comportamientos de elusión o evasión fis 
cal mediante la implementación de prácticas y estrategias de buen gobierno corporativo. 
Esta política legislativa se enmarca, como se acaba de señalar, en una más amplia, «co-
operative compliance», que, tal vez no de forma del todo fortuita, se compone en su for 
mulación con un término, «compliance», que en el ámbito del Derecho en su conjunto, del 
Derecho penal en particular, está siendo objeto de un dilatado desarrollo normativo y 
aplicativo para identificar los procesos organizativos de toma de decisiones a nivel corpo 
rativo encaminados a disminuir los riesgos de responsabilidad legal, criminal, en los que 
puedan incurrir las personas jurídicas, los administradores societarios o/y, en general, 
los directivos ejecutivos de las corporaciones e instituciones privadas e, incluso, públicas. 

El análisis y los sistemas de compliance, de prevención y gestión de los riesgos de in 
currir en responsabilidades legales que se han empezado a introducir en nuestros orde 
namientos jurídicos a través del Derecho penal, están llamados a informar y transfor 
mar todo el orden de responsabilidades –administrativas, laborales, fiscales– en las que 
se puede incurrir en la administración y gestión de una sociedad. El papel que los siste 
mas de auditoría interna y externa han adquirido en el plano del Derecho contable, es el 
que están llamados a representar los sistemas de compliance, en un futuro próximo, in 
mediato, por lo que se refiere al resto de responsabilidades legales que vinculan a los ad 
ministradores y ejecutivos de empresas (8). 

(8) hoy en día no se concibe una empresa de una dimensión media que no acomode su actividad 
a unos protocolos regulares de buena gobernanza y revisión, interna y externa, de sus estados con 
tables. y, sin embargo, el primer Plan General Contable se aprueba en España en 1970 y la pri 
mera ley de auditoría está fechada en 1980, hace poco menos de medio siglo. De modo semejante, 
la gestión de las responsabilidades legales de todo orden que implican a las corporaciones mercan 
tiles se va a ir desplazando del plano conflictivo –su gestión cuando se ha desencadenado su exi 
gencia– al plano preventivo, la articulación de sistemas internos que permitan detectarlas y evi 
tarlas. Constituyendo la función más específica de los servicios jurídicos de las empresas no tanto 
la de abordar la defensa litigiosa de sus intereses, como la de prevenir y evitar que se incurra en 
responsabilidades derivadas del incumplimiento de la distinta normativa que les concierne, me 
diante la implantación de sistemas integrales de prevención de los llamados riesgos normativos, 
de compliance; también, en lo relativo a las obligaciones fiscales. 

– 192 – 



                 
                         

                     
                    

                     
                     

                     
                       

                   
                           

                     
                   

     

                       
                           

                               
                           

                     
                         

                       
                         

                           
                       

                 

 

                         
                             

                         
                     

                           
                       

                         
                     

                           
                           

                           
                       

                             
                         

                           
                         

                           
                   

                           
                                       

                                
                       
                     

   

mARíA píA NASTRI, jOSé ANDRéS ROzAS y ENzA SONETTI / «La dimensión fiscal en la gobernanza corporativa: entre Italia y España» 

Los ordenamientos tributarios de numerosos países han venido evolucionando en 
este sentido durante la última década. De forma señalada, desde 2005, el sistema tri 
butario holandés ha desarrollado una suerte de modelo general de cumplimiento fis 
cal para las empresas, denominado «horizontal monitoring» que pivota sobre los sis 
temas de control fiscal interno desplegados por las mismas empresas o externaliza 
dos a los denominados en dicho modelo «proveedores de servicios tributarios» –en 
consonancia con lo que desde la OCDE se identifican como «intermediarios fiscales» 
(9)– afiliados al sistema de cumplimiento. De conformidad con lo estipulado en un 
acuerdo, «covenant», suscrito entre las Autoridades tributarias holandesas y el conse 
jo de administración de la corporación (o con los asesores que la representan) la so 
ciedad se compromete a gestionar el cumplimiento de sus deberes tributarios me 
diante un sistema de control interno («Tax Control Framework»), que será supervisa 
do por la Administración. 

En este orden de ideas, la legislación societaria española comenzó a encaminarse en 
esta dirección con ocasión de la reforma aprobada mediante la Ley de reforma del go 
bierno corporativo (Ley nº 32, de 3 de diciembre de 2014) (10). Esta Ley modificó la le 
gislación societaria (rD Leg. nº 1, de 2 de julio de 2010), estableciendo nuevos deberes 
específicos fiduciarios en materia tributaria para los consejeros de administración de (al 
menos por ahora) las sociedades cotizadas en Bolsa. Estos deberes en materia fiscal se 
han incluido en las disposiciones que establecen los deberes fiduciarios de los consejeros 
de administración de las empresas cotizadas (Secc.2ª, Cap. VII, Tít. xIV del rD Leg. 
1/2010). 

En concreto, se incluye entre la relación de deberes fiduciarios que no pueden ser ob 
jeto de delegación por el Consejo de administración (art. 529.ter rDLeg.1/2010) los si 
guientes: 

(9) El informe de la OCDE (2008), sobre «intermediarios fiscales» es esencial en el desarrollo 
doctrinal de los modelos de relaciones cooperativas en el ámbito tributario. La UE ha utilizado es 
ta expresión, últimamente, para trasladar al Derecho europeo la iniciativa 12 del programa BEPS, 
sobre las obligaciones de informar con carácter preventivo sobre operaciones transnacionales que 
comporten un riesgo fiscal cualitativo, mediante la Propuesta de Directiva por la que se propone 
modificar la Directiva 2011/16/EU relativa a la cooperación administrativa e intercambio de infor 
mación tributaria [COM (2017) 335 final]. Estas políticas, encaminadas a exigir de los «interme 
diarios fiscales» –asesores fiscales, entidades financieras, auditores– que señalen a la Administra 
ción tributaria los riesgos de incumplimientos en materia tributaria –en línea con lo dispuesto al 
respecto en la normativa de prevención de blanqueo de capitales– están llamadas, sin duda nin 
guna, a transformar el modelo de relaciones tributarias entre los asesores fiscales y las Adminis 
traciones tributarias en lo relativo, en particular, a los grandes contribuyentes, personas jurídicas 
o físicas; únicamente puede tener un desarrollo acorde con los fundamentos sobre los que se cons 
truye desde una concepción de las relaciones tributarias entre ambas partes de base cooperativa, 
anclada en un principio nuclear de confianza legítima. Véase, sobre estas políticas y programas de 
mandatory disclosure, en su denominación en inglés, aun tratándose de trabajos previos a la pu 
blicación de la propuesta de Directiva de la UE, las aportaciones de SANz GóMEz (2016 b), PALAO 

TABOADA (2015), SANz CLAVIJO (2015), y BAkEr (2015). Sobre la propuesta de Directiva, véase CAL 
DEróN CArrErO (2017). 

(10) En el ámbito propiamente tributario, para las grandes empresas, y al amparo de lo pre 
visto en el Plan de prevención del fraude fiscal de 19 de noviembre del 2008, el 10 de julio del 2009 
se había ya constituido en la AEAT un «Foro de Grandes Empresas» –como iniciativa de soft law y 
carácter estrictamente voluntario– que ha venido funcionando desde entonces, con la finalidad de 
articular entre las empresas adscritas al mismo estos modelos de relación cooperativa 
(http://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/_Segmentos_/Empresas_y_profesionales/F 
oro_Grandes_Empresas/Foro_Grandes_Empresas.shtml). Véase SANz GóMEz (2014). 
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«b) La  determinación  de  la  política  de  control  y  gestión  de  riesgos, incluidos  los fiscales, y  la  su-
pervisión  de  los  sistemas  internos  de  información  y  control. 
(…) 

f) La  aprobación  de  las  inversiones  u  operaciones  de todo  tipo  que  por  su  elevada  cuantía  o  es 
peciales  características,  tengan  carácter  estratégico  o  especial  riesgo  fiscal, salvo  que  su 
aprobación  corresponda  a  la  junta  general. 

g) La  aprobación  de  la  creación  o  adquisición  de  participaciones  en  entidades  de  propósito  es 
pecial  o  domiciliadas  en  países  o  territorios  que  tengan  la  consideración  de paraísos  fisca-
les,  así  como  cualesquiera  otras  transacciones  u  operaciones  de  naturaleza  análoga  que, 
por  su  complejidad,  pudieran  menoscabar  la  transparencia  de  la  sociedad  y  su  grupo. 
(…) 

i) La  determinación  de  la  estrategia  fiscal  de  la  sociedad.» 

En  el  mismo  orden  de  cosas,  para  las  sociedades  cotizadas,  y  en  el  contexto  de  sus 
propias  obligaciones,  el  Comité  de  auditoría  –compuesto  exclusivamente  por  consejeros 
no  ejecutivos–  asume  los  siguientes  deberes  fiduciarios  en  materia  tributaria  (art.  529. 
quaterdecies  rD  Leg.  1/2010): 

«b) Supervisar  la  eficacia  del  control  interno  de  la  sociedad,  la  auditoría  interna  y  los  sistemas 
de  gestión  de  riesgos,  incluidos  los  fiscales,  así  como  discutir  con  el  auditor  de  cuentas  las 
debilidades  significativas  del  sistema  de  control  interno  detectadas  en  el  desarrollo  de  la 
auditoría. 
(…) 

g) Informar,  con  carácter  previo,  al  consejo  de  administración  sobre  todas  las  materias  pre 
vistas  en  la  Ley,  los  estatutos  sociales  y  en  el  reglamento  del  consejo  y  en  particular,  sobre: 
(…) 

2.º la  creación  o  adquisición  de  participaciones  en  entidades  de  propósito  especial  o  domi 
ciliadas  en  países  o  territorios  que  tengan  la  consideración  de paraísos  fiscales  y  (…)». 

Finalmente,  las  compañías  cotizadas,  deben  de  incluir  en  sus  informes  anuales  cor 
porativos  información  sobre  (art.  540  rD  Leg.  1/2010): 

«e) Sistemas  de  control  del  riesgo,  incluido  el fiscal 
(…)». 

Todas  estas  medidas  de  control  tributario  para  las  sociedades  cotizadas  se  han  debi 
do  de  aprobar  en  sus  primeras  asambleas  generales  de  accionistas  posteriores  a  la  en 
trada  en  vigor  de  dichas  disposiciones  (enero  de  2015)  (11). 

(11) Algunas empresas han publicitado en sus páginas webs sus políticas y estrategias tributa 
rias, en un ejercicio de transparencia que ayuda, además, a tomar conciencia de su dimensión y efec 
tos. Véase, a título meramente ilustrativo, entre otras, la facilitada por Telefónica, que destaca por su 
facilidad de consulta e integridad de la información que se publicita (https://www.telefonica.com/ 
es/web/negocio responsable/nuestros compromisos/transparencia fiscal). Se ha llegado, incluso, a 
proponer un ranking y distinciones, de transparencia fiscal, por una publicación periódica empresa 
rial (http://www.compromisoempresarial.com/rsc/2015/02/iberdrola y bbva las empresas del ibex 
que mejor informan sobre su responsabilidad fiscal/). Del mismo modo que una de las estrategias 
más en boga en la lucha contra el fraude fiscal es la conocida como naming and shaming, una de 
cuyas manifestaciones en nuestro sistema tributario es la publicación periódica del listado de 
grandes morosos (art. 95 bis LGT), su natural contraparte sería la de que la propia Administración 
tributaria diera un mayor realce, en términos de comunicación pública, al nivel de colaboración y 
compromiso con el buen funcionamiento del sistema tributario que evidencian las empresas impli 
cadas en los programas de cumplimiento cooperativo. No parece que contribuya a mejorar los ín 
dices de cumplimiento voluntario de los sistemas tributarios el enfatizar de modo reiterado que los 
niveles de incumplimiento –particularmente por parte de las empresas– son muy elevados y que, 
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ni las disposiciones descritas suponen un giro copernicano verdaderamente funda-
mental en la materia ni, hoy por hoy, son de aplicación generalizada, por cuanto su efi-
cacia preceptiva se restringe al ámbito de las sociedades cotizadas. 

sin embargo, su incorporación a nuestra legislación mercantil –no deja de resultar 
sintomático que se hayan promovido desde el Ministerio de Economía, que no desde la 
secretaría de Estado de hacienda– supone un primer paso relevante en la dirección tra-
zada por otros países de nuestro entorno. Esta reforma, tendencialmente, estaría orien-
tada a marcar una modificación profunda en el régimen de responsabilidad fiscal de los 
administradores y de los asesores fiscales de las sociedades. 

En el plano estrictamente tributario las disposiciones mercantiles descritas tuvieron 
una primera proyección en el acuerdo adoptado en el seno del Foro de las Grandes Em-
presas de 2 de noviembre de 2015 sobre el contenido específico de la información que las 
empresas adheridas al mismo se comprometían a facilitar a la Administración tributa-
ria en lo relativo a sus estrategias de prevención de riesgos fiscales (12). no deja de ser, 
en todo caso, un acuerdo adoptado en el marco de unas disposiciones que son de soft law 
y que, por lo tanto, se enmarcan en un mero código de buenas prácticas de aceptación 
voluntaria que no comporta compromisos jurídicos exigibles para ninguna de las partes: 
ni para el caso de que se respeten, ni para el supuesto de que se obvien. 

tanto las disposiciones preceptivas, establecidas en la legislación mercantil, como 
las que, con carácter voluntario, se prevén para las sociedades adheridas al Foro de 
Grandes Empresas son un pálido reflejo de lo que en derecho comparado se viene des-
cribiendo como un programa, plan, marco o sistema, de control de riesgos fiscales, Tax 
Control Framework; aun cuando en su estructura y contenido necesariamente se debe 
acomodar a las circunstancias específicas –dimensión, sector, ámbito de la actividad– 
que concurren en la compañía que lo implanta, sí se vienen identificando (13) como va-
riables y características imprescindibles del mismo las siguientes: 

cada año, la Agencia tributaria descubre más casos de fraude. En lugar de afianzar la moral de los 
contribuyentes la desestabiliza [AkhAnd y hub (2016), pág. 60]. hoy por hoy, en España, los datos 
parecen apuntar a que solo el 43% de los encuestados piensa que las grandes empresas están com-
prometidas con el respeto del sistema tributario, lo que, a mi parecer, es un dato preocupante en 
cuanto a su credibilidad y no se comparece con la realidad [La cifra está tomada de GAscón cAtA-
Lán (2015), pág. 94]. 

(12) En  concreto,  esa  información  se  referiría  a  los  siguientes  extremos:  «La  presencia  en  pa-
raísos  fiscales  y  la  explicación  de  dicha  presencia;  –  Los  esquemas  de  tributación  internacional 
del  grupo  y  grado  de  congruencia  con  los  principios  de  las  acciones  de  bEPs.  Esto  incluye,  por 
ejemplo,  la  financiación,  la  gestión  de  la  propiedad  industrial,  intelectual  y  management  fees; – 
Los  cambios  significativos que se hayan producido en estructuras holding y subholding; – La ex-
plicación de las operaciones societarias más significativas; – La estrategia fiscal del grupo aproba-
da por el consejo de administración, que es una competencia indelegable de dicho órgano desde 
que la Ley 31/2014 reformó la Ley de sociedades de capital; así como el catálogo de operaciones 
que se vayan a someter o se hayan sometido a autorización del consejo de administración; – Las 
instrucciones internas en materia de prevención de operaciones ilícitas, de blanqueo de capitales o 
de alzamiento de bienes. como es sabido, los programas de compliance han experimentado un im-
pulso como consecuencia de dos reformas sucesivas del código Penal: la Ley Orgánica 5/2010, que 
introdujo la responsabilidad penal de las personas jurídicas, y la Ley Orgánica 1/2015, que clarifi-
ca bajo qué circunstancias la existencia de programas de compliance eximen a una persona jurídi-
ca de responsabilidad penal por las actuaciones realizadas por sus trabajadores; –Información so-
bre los litigios fiscales existentes; –Mención del cumplimiento fiscal en el informe de gestión o in-
forme integrado de la entidad.» sAnz GóMEz (2016 b), págs. 47-48. 

(13) La relación de estas características están traducidas libremente de las descritas en PEM-
bErtOn y MAjdAnskA (2016), pág. 598. 
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– Estrategia  fiscal:  Definida  por  el  órgano  de  gobierno  de  la  entidad,  debe  abarcar 
todos  sus  ámbitos  de  actuación  –geográfica,  operativa  y  funcional–  describir  el 
modelo  de  gestión  de  sus  obligaciones  tributarias,  el  papel  atribuido  al  respecto 
al  departamento  fiscal,  y  la  política  en  cuanto  a  la  asunción  de  riesgos  fiscales; 

– Carácter  integral:  Debe   cubrir   todas   las   políticas,   procedimientos   y   procesos 
con  incidencia  en  la  asunción  de  obligaciones  tributarias  materiales  y/o  forma 
les; 

– Responsabilidad:  El  plan  de  riesgos  se  ha  de  diseñar  por  un  alto  ejecutivo,  apro 
barse  por  el  Consejero  delegado  o  el  Consejo  de  administración  y  quedar  asegura 
do  que  su  ejecución  se  encomienda  a  un  equipo  de  profesionales  cuantitativa  y 
cualitativamente  adecuado; 

– Funcionalidad  institucional:  El  sistema  de  gestión  de  riesgos  fiscales  ha  de  des 
cribir  los  flujos  de  procesos  y  las  funciones  asignadas  en  cada  fase  en  cuanto  a  la 
toma  de  decisiones  y  control  de  las  mismas,  empezando  por  las  encomendadas  al 
respecto  al  Consejo  de  gobierno  de  la  entidad; 

– Mecanismos  de  retroalimentación:  El  sistema  ha  de  prever  en  su  funcionamiento 
instrumentos  de  detección,  prevención  y  corrección  de  errores,  así  como  procesos 
dinámicos  de  adaptación  a  nuevos  factores,  que  permitan  garantizar  su  correcto 
funcionamiento; 

– Fiabilidad:  La  confluencia  de  las  características  descritas  se  traducen  en  que  el 
sistema  de  gestión  de  riesgos  en  su  conjunto,  debidamente  implementado,  garan 
tiza  a  todos   los  stakeholders,   incluidas   las  Administraciones  tributarias,  que  el 
contribuyente   controla   adecuadamente   sus   riesgos   fiscales   y   está   asegurado   el 
cumplimiento  ordinario  de  sus  obligaciones  tributarias. 

Como  se  ha  hecho  notar,  el  concepto  de  riesgo  fiscal  es  considerablemente  más  amplio 
que  el  de  contingencia  fiscal  (14).  El  riesgo  es  eventual,  hipotético,  mientras  que  la  con 
tingencia   es   tangible,   concreta.   Su   configuración,  verificación  y  funcionamiento  es  la 
pieza  clave  de  cualquier  sistema  de  cumplimiento  cooperativo.  Es  el  corazón  del  sistema 
de  autocontrol  interno  que  previene,  detecta  y  gestiona  los  riesgos  de  incumplimiento 
tributario  para  el  contribuyente  y  garantiza  a  la  Administración  un  nivel  razonable  de 
control  de  las  obligaciones  tributarias  derivadas  de  su  actividad. 

Como  acertadamente  se  ha  hecho  notar  por  quien  ha  estudiado  con  detenimiento  es 
tos  sistemas  desde  la  propia  AEAT,  la  proyección  natural  de  este  modelo  de  control  de 
los  riesgos   fiscales  –en  el  caso  de  que  verdaderamente   fuesen  objeto  de  un  desarrollo 
normativo  completo,  cosa  que  hoy  por  hoy  no  ha  ocurrido–  sería  la  transformación  inte 
gral  del  modelo  de  control  fiscal  para  aquellas  entidades  que  los  adoptasen  (15). 

(14) Véase  GASCóN CATALáN (2015),  pág.  100. 
(15) «Pero  de  ahora  en  adelante,  como  ya  he  expuesto,  no  es  descartable  que  la  Administración 

tributaria  española  pueda  plantearse  la  supervisión  y/o  monitorización  de  los  sistemas  de  gestión  de 
riesgos  fiscales  de  las  grandes  empresas,  y  si  estos  son  sólidos  y  efectivos  (en  definitiva,  si  permiten 
prevenir,  identificar,  corregir  y  comunicar  a  la  Administración  contingencias  fiscales),  que  ello  pue 
da  ser  evaluado  por  la  Administración  para  calificar  internamente  a  la  entidad  como  de  bajo  riesgo 
fiscal,  liberando  de  esta  manera  costosos  recursos  dedicados  al  control  de  este  tipo  de  entidades  para 
la  atención  de  otras  prioridades  de  control.  Ello  no  significaría  para  la  entidad  quedar  al  margen  de 
cualquier  control,  sino  más  bien  que  la  periodicidad  o  intensidad  de  las  comprobaciones  podría  ser 
inferior  a  otros  casos,  siendo  suficiente  con  un  buen  sistema  de  seguimiento  y  monitorización  por  la 
Administración  de  la  información  que  la  entidad  proporcionase,  salvo  contingencias  fiscales  aflora 
das  por  la  propia  empresa  o  incidencias  sobrevenidas.»  [GASCóN CATALáN (2015),  pág.  108]. 
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en definitiva, ha sido un primer paso en el proceso de incorporación de la política fis-
cal a los Consejos de administración de las empresas –por ahora, con carácter imperati-
vo, sólo de las cotizadas– en el horizonte de que sus miembros vayan entendiendo que su 
responsabilidad frente a sus accionistas y ante el conjunto de la sociedad, en lo que al 
cumplimiento de sus deberes tributarios se refiere, no consiste tanto en encomendar a 
su departamento fiscal que –dando el menor número de explicaciones posibles– minimi-
ce las cargas fiscales de la corporación. Antes bien, que asuman personalmente la res-
ponsabilidad de transparentar su compromiso con el respeto de la normativa tributaria, 
como parte de sus deberes fiduciarios de buena gobernanza. desde el convencimiento, 
también, de que lo que está en juego es tanto la reputación de la corporación como su 
responsabilidad patrimonial  societaria y personal,  y,  con ello, por  lo  tanto,  su  futura 
cuenta de resultados, la sostenibilidad financiera de la empresa ( 6). 

la Administración tributaria, por su parte, debería de entender que su correcto fun-
cionamiento no pasa por incrementar cada año el volumen de las regularizaciones y san-
ciones que genera su actividad comprobadora –lo que no evidencia sino que el problema 
del fraude fiscal no solo no decrece sino que aumenta– sino por lograr implantar un mo-
delo de Hacienda cooperativa ( 7) que contribuya a generar un clima de paz fiscal y se-
guridad jurídica atractivo para el desarrollo de las relaciones económicas y, por lo tanto, 
para un crecimiento que se traduzca en mayor bienestar y prosperidad del conjunto de 
los ciudadanos y, con ello, unas mayores cifras tanto de recaudación voluntaria como de 
recursos con los que atender las necesidades financieras públicas, del común. 

2. EL SISTEMA ITALIANO DE CUMPLIMIENTO COOPERATIVO Y GESTIÓN 
DE LOS RIESGOS  ISCALES 

Como se ha hecho notar, en los últimos tiempos el llamado cumplimiento cooperati-
vo se ha venido transformando en una suerte de presión imperiosa para las empresas, 
especialmente para aquellas cuya dimensión les comporta una proyección internacio-
nal, a las que se les van exigiendo sistemas específicos de control de los riesgos fisca-
les derivados de incumplimientos en este ámbito. de hecho, para las grandes empre-
sas, el riesgo fiscal, entendido como daño patrimonial en sentido estricto, aparece ya 
ligado al así llamado riesgo reputacional que puede comportar la vulneración de la 
normativa tributaria ( 8). 

de la oCde en la última década, ut supra, han emanado una serie de recomendacio-
nes en aras de implantar y reforzar un modelo de relaciones tributarias fundadas sobre 
el diálogo, la confianza y la cooperación entre los contribuyentes y las Administraciones 
tributarias, más que en la confrontación y el conflicto. 

( 6) Véase González de Frutos (20 0), pág. 76. 
( 7) el término está tomado de González de Frutos (20 0), pág. 85, que desarrolla la idea de 

su implantación como modelo de incentivo a la inversión y al desarrollo económico. la presenta-
ción pública de la transformación del modelo de gestión tributaria británica en parámetros de co-
laboración y gestión de riesgos fiscales se hizo, precisamente, bajo la premisa de convertir el reino 
unido en un país atractivo para invertir y hacer negocios. 

( 8) en la Sarbanes Oxley Act norteamericana, de 2002, se afirma que la gestión efectiva de los 
riesgos fiscales es un aspecto crucial no solo a los efectos de una buena gobernanza corporativa, si-
no también en orden a defender la reputación de las grandes empresas en el mercado y en sus re-
laciones institucionales (la, así llamada, responsabilidad social corporativa). la evaluación que de 
la compañía hagan  los stakeholders, de hecho, va a verse condicionada por el grado de cumpli-
miento de sus obligaciones legales. 
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Al objeto de construir un modelo relacional cooperativo entre las empresas y las Au 
toridades tributarias, la legislación italiana (como las de otros Estados de la UE) ha tra 
tado de dar forma a procedimientos dialogados, que puedan contribuir a prevenir la co 
misión de ilícitos fiscales, en definitiva, a mejorar el cumplimiento de la normativa tri 
butaria. El cumplimiento cooperativo es uno de los mecanismos de cooperación fiscal 
auspiciados por el informe de la OCDE, de 2013, «Cooperative Compliance – a frame-
work». Este informe, de hecho, hace hincapié en la importancia crucial de que las multi 
nacionales planifiquen de forma sistemática la gestión de sus riesgos fiscales mediante 
la aprobación e implementación de un Tax Control Framework (TCF). Un plan sistemá 
tico de control de riesgos fiscales garantizaría a las Autoridades tributarias un nivel de 
transparencia que vendría a reforzar la veracidad de las declaraciones tributarias, lo 
que es esencial para poner las bases de una relación cooperativa. En este contexto, el 
Decreto nº 128 de 5 de agosto de 2015, sobre disposiciones relativas a dotar de certi 
dumbre a las relaciones entre los contribuyentes y las Autoridades tributarias, introdu 
jo en el ordenamiento italiano el llamado procedimiento especial de cumplimiento coo 
perativo (adempimento cooperativo). Este procedimiento está encaminado a hacer efec 
tivo un nuevo modelo relacional, menos conflictivo y más cooperativo, entre las Autori 
dades tributarias y los contribuyentes que, hoy por hoy, se pueden acoger al mismo, de 
conformidad con las recomendaciones de la OCDE en este ámbito y en línea con expe 
riencias de otros países que se han anticipado a Italia en la introducción de estos siste 
mas, con resultados positivos. 

La Agencia tributaria italiana, Agenzie delle Entrate, el 25 de junio de 2013, antici 
pándose a su regulación normativa, ya había desplegado un proyecto piloto de «procedi 
miento de cumplimiento cooperativo» dirigido a los llamados «grandes contribuyentes» 
(19). El propósito del proyecto no era otro sino el de explorar –de forma conjunta con los 
contribuyentes– un nuevo modelo relacional que supusiera una evolución respecto del 
actual, en consonancia con las directrices de la OCDE al respecto. Este nuevo marco re 
lacional estaría encaminado a lograr un mayor nivel de cooperación entre las Autorida 
des tributarias y los contribuyentes en lo relativo a las transacciones de mayor riesgo 
fiscal, o susceptibles de ser calificadas por la Administración como de elusión fiscal (20). 
Con el objeto de implementar lo dispuesto en el art. 6 de la Ley 23/2014 (21), el Gobier 
no asumió la elaboración de una serie de Decretos legislativos destinados al logro de un 
más justo y transparente sistema de relaciones tributarias, mediante el establecimiento 
de nuevos cauces de comunicación preventiva entre las compañías y las Autoridades tri 
butarias, así como la adopción de sistemas corporativos integrados de gestión y control 

(19) Proyecto  piloto  de  la  Agencia  tributaria,  de  25  de  junio  de  2013. 
(20) En  esta  primera  fase,  las  empresas  candidatas  a  participar  en  el  proyecto  piloto  debían  de 

reunir  ciertas  características:  ser  calificables  como  «grandes  contribuyentes»,  haber  adoptado  mode 
los  organizativos  y  de  gestión  congruentes  con  lo  establecido  en  el  art.  6  del  Decreto  legislativo 
231/2001,  sobre   el   régimen   de   responsabilidad   administrativa   de   los   administradores   societa 
rios,  o  haber  implantado  un  sistema  de  gestión  y  control  de  los  riesgos  fiscales  (el  así  llamado, 
Tax  Control  Framework).   Podrían   también   participar   las   sociedades   integradas   en   un   grupo 
multinacional,  que  se  hubieran  adscrito  a  sistemas  de  cumplimiento  cooperativo  en  otras  juris 
dicciones,  que  hubieran  participado  en  acuerdos   internacionales  o  que  estuvieran  adheridas  a 
regímenes  de  obligaciones  documentales  relativas  a  la  fijación  de  precios  de  transferencia.  Entre 
84  solicitudes,  la  Agencia  tributaria  italiana  seleccionó  14  contribuyentes  y  abordó  con  ellos  el 
análisis  comparativo  de  sus  sistemas  internos  de  control  y  gestión  de  los  riesgos  fiscales.  Véase 
FErrONI (2015),  pág.  2021. 

(21) Ley  de  11  de  marzo  de  2014,  nº.  23,  Delega  al  Governo  recante  disposizioni  per  un  sistema 
fiscale  più  equo,  trasparente  e  orientato  alla  crescita,  en  G.U.  Serie  Generale nº.  59  del  12  de  marzo 
de  2014. 
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de los riesgos fiscales (22). En este orden de ideas, mediante el Decreto legislativo 
128/2015, arts. 3 a 7, relativo al establecimiento de medidas encaminadas al logro de un 
mayor grado de certidumbre en el desarrollo de las relaciones entre las Autoridades tri 
butarias y los contribuyentes, se ha incorporado al ordenamiento tributario italiano un 
nuevo régimen jurídico denominado «de cumplimiento colaborativo». El acceso a este 
nuevo régimen tributario está reservado, durante su primera fase de aplicación, a con 
tribuyentes con una cifra de negocios superior a diez mil millones de euros. En fases su 
cesivas se contempla la extensión de este régimen a contribuyentes que, en todo caso, 
tengan cifras de negocio superiores a 100 millones de euros o que pertenezcan a grupos 
societarios con cifras de dicho volumen. 

En cuanto al procedimiento a seguir, las compañías –aquellas que cumplan los requi 
sitos legales para instar su admisión en el sistema colaborativo– deberán presentar su 
solicitud utilizando el formulario electrónico previsto al respecto; las Autoridades tribu 
tarias, cotejado el cumplimiento de los requisitos, tienen 120 días para resolver la soli 
citud de admisión en el sistema colaborativo y notificarlo al solicitante. El sistema se 
aplica entonces a partir del ejercicio en el que se ha solicitado la admisión y se renueva 
automáticamente, en tanto en cuanto el contribuyente no manifiesta su voluntad en 
contrario. La Agencia tributaria puede adoptar medidas encaminadas a la exclusión del 
sistema del contribuyente por la pérdida de los requisitos establecidos al respecto o por 
incumplimiento de los deberes previstos en el art. 5. Los contribuyentes adscritos al sis 
tema pueden plantear cuestiones relativas a la aplicación del ordenamiento tributario a 
casos concretos mediante un procedimiento simple encaminado a evitar riesgos fiscales 
ligados a los mismos. La Agencia tributaria tiene quince días para evaluar el contenido 
de la consulta y la idoneidad de la documentación aportada, y cuarenta y cinco días pa 
ra emitir una contestación a la misma. 

El régimen de cumplimiento cooperativo se ha establecido con el objetivo de promover 
la adopción de modelos de cooperación y comunicación basados en una confianza mutua 
reforzada entre las Autoridades tributarias y los contribuyentes, que alienten la pre 
vención, reducción y rápida resolución de las controversias tributarias (23). Cabe hacer 
notar que la oportunidad de incorporarse al sistema de gestión colaborativa depende del 
cumplimiento de una serie de requisitos y es de adopción discrecional. Evidentemente, 
los contribuyentes que se acojan a este sistema han de contar con un sistema interno de 
identificación, evaluación y gestión de los riesgos fiscales (24). 

Un sistema eficaz de control interno reduce sustancialmente la necesidad de com 
probar carencias de información o errores en la información fiscal relativa a los dis 
tintos ámbitos de actividad de la compañía. De este modo, las operaciones de control 
de la contabilidad a los efectos de su eventual acreditación se simplifican. El desplie 
gue de un sistema efectivo de control interno está encaminado a procurar a la Agencia 
tributaria un referente fiable a la hora de gestionar sus relaciones con el contribuyen 
te. Así pues, el sistema de control, si está correctamente diseñado para gestionar los 
riesgos fiscales, puede garantizar la veracidad de la información y de los datos facili 
tados por el contribuyente, así como la conformidad de las operaciones registradas con 
el ordenamiento tributario. Este novedoso procedimiento de cumplimiento colaborati 
vo se apoya sobre el despliegue de un sistema concertado y eficaz de control interno y 
en un comportamiento cooperativo y transparente del contribuyente en su comunica 

(22) Véase GALLO (2014); MELILLO (2015); SANTOrO, LUPI, MANzITTI (2014); LENOTTI (2014) y 
LEONE, y BALDASSArrE (2015). 

(23) Art. 3 Decreto Legislativo de 5 de agosto de 2015 nº 128. 
(24) Véase CANTON y MEULEPAS (2014); y VALENTE (2013). 
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ción con la Agencia, al objeto de reducir y controlar los riesgos fiscales, en particular 
en lo relativo a las transacciones que pueden caer en lo que la OCDE viene denomi 
nando «planificación fiscal agresiva» (25). 

El sistema de control interno procura a la compañía un autocontrol preventivo de los 
riesgos fiscales, que le puede facilitar una relación clara y transparente con las Autori 
dades tributarias, y que contribuya a eliminar o reducir los riesgos fiscales. La Agencia 
tributaria tendrá la obligación de testar, en términos de razonabilidad y proporcionali 
dad, el sistema de control adoptado por el contribuyente y dar prioridad al análisis de 
las situaciones que eventualmente puedan comportar mayores riesgos fiscales, respon 
diendo con prontitud a los requerimientos de los contribuyentes; los contribuyentes ad 
heridos al sistema pueden, por su parte, mediante un procedimiento abreviado de con 
sultas (interpello, a modo de tax ruling) plantear preguntas relativas a la aplicación de 
las disposiciones tributarias a casos concretos, con el objeto de prevenir y anticiparse a 
los eventuales riesgos de incumplimientos fiscales que pudiera comportar la operación. 
La Agencia tributaria debe, evaluados en quince días el contenido de la pregunta y la 
idoneidad de la documentación aportada, responder en 45 días. Por último, en caso de 
que el contribuyente adoptase un comportamiento diferente al descrito en su consulta, 
tiene la obligación de notificarlo a la Agencia. 

Se ha de hacer notar que la Agencia tributaria tendrá también que publicar periódi 
camente en su página web el listado actualizado de transacciones, estructuras y esque 
mas considerados de «planificación fiscal agresiva», siguiendo los modelos auspiciados 
en la iniciativa 12 del plan BEPS sobre «mandatory disclosure systems». Se trata, así, de 
estimular la creación de un ambiente tributario de certeza y estabilidad, sobre la base 
de unos flujos transparentes de comunicación en las relaciones entre las Autoridades 
tributarias y los contribuyentes, que discurran por procedimientos específicos encami 
nados a la simplificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

Parece evidente la necesidad de reorganizar el modelo de identificación de los riesgos 
fiscales y los cauces de interacción, comunicación, con el conjunto de los stakeholders de 
las compañías. Obviamente el modelo exige una reorganización completa de los servi 
cios de administración financiera de las compañías adheridas al mismo, para poder 
cumplir los requerimientos que la nueva legislación comporta. La responsabilidad rela 
tiva a la gestión y control de los riesgos fiscales recaerá en adelante sobre los órganos de 
gobierno de las compañías (26). Si el contribuyente adoptase un comportamiento distin 
to al descrito, deberá de notificarlo a la Agencia. El legislador, al introducir este proce 

(25) Pese  a  la  reminiscencia  de  ilicitud  que  comporta  el  adjetivo  «agresiva»,  en  realidad  este 
término,  carente  de  rigor  jurídico  y  gestado  en  la  OCDE,  se  refiere,  en  definitiva,  a  aquellas  plani 
ficaciones  fiscales  de  dimensión  internacional  en  las  que  se  opera  con  asimetrías  normativas,  lo 
que,  fundamentalmente,  se  conoce  como  «arbitrajes  fiscales».  A  partir  de  ahí,  puede  tratarse  de  su 
puestos  ilícitos  de  evasión  o  fraude  fiscal  (tax  evasión),  de  legítimas  economías  de  opción  (tax  miti-
gation)  o  de  actuaciones  de  elusión  fiscal  o  abuso  del  Derecho  (tax  avoidance).  Véase,  sobre  este 
controvertido  y  confuso  término,  PISTONE (2016)  y  MAríN BENíTEz (2017). 

(26) Cabe  señalar  que  el  Decreto  Legislativo  italiano  de  8  de  junio  de  2001,  nº  231,  sobre  el  ré 
gimen  de  responsabilidad  administrativa  de  los  administradores  societarios,  ya  establecía  respon 
sabilidades  específicas  relativas  a  los  riesgos  asumidos  en  su  gestión.  Sin  embargo,  no  se  extendía 
de  forma  plena  a  los  riesgos  fiscales:  La  banca  può  adottare  tale  approccio  anche  con  riferimento  al 
presidio  del  rischio  di  non  conformità  alle  normative  di  natura  fiscale,  che  richiede  almeno:  (i)  la 
definizione  di  procedure  volte  a  prevenire  violazioni  o  elusioni  di  tale  normativa  e  ad  attenuare  i  ri-
schi  connessi  a  situazioni  che  potrebbero  integrare  fattispecie  di  abuso  del  diritto,  in  modo  da  mi-
nimizzare  le  conseguenze  sia  sanzionatorie,  sia  reputazionali  derivanti  dalla  non  corretta  applica-
zione  della  normativa  fiscale;  (ii)  la  verifica  dell’adeguatezza  di  tali  procedure  e  della  loro  idoneità 
a  realizzare  effettivamente  l’obiettivo  di  prevenire  il  rischio  di  non  conformità». 
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dimiento, busca la promoción de un marco de relaciones cooperativas entre las Autori 
dades fiscales y los contribuyentes, mediante un régimen amigable para quienes se ad 
hieren al mismo. La adopción del régimen de cumplimiento cooperativo reduce las san 
ciones administrativas a la mitad (y en algunos casos a no más del mínimo previsto por 
la ley) y su pago queda suspendido hasta la finalización de la investigación (27). En el 
caso de que la Agencia advierta indicios de delito fiscal, viene requerida a ponerlo en co 
nocimiento de la Oficina del Fiscal; si se trata de un contribuyente adherido al procedi 
miento colaborativo, la Agencia debe facilitar a la Fiscalía toda la información relevan 
te del sistema de control interno de riesgos fiscales adoptado por el mismo contribuyen 
te. Cabe añadir, en otro sentido, que las compañías que voluntariamente escojan este 
sistema de cumplimiento no vendrán requeridas a aportar garantía por el pago de sus 
declaraciones tributarias, de impuestos directos o indirectos. En términos de reputación 
e imagen, la Agencia publica en su página web institucional la relación de las compañí 
as adheridas al sistema de cumplimiento cooperativo. Las Autoridades tributarias, por 
otra parte, se beneficiarán, previsiblemente, de una reducción de sus costes de cumpli 
miento y de una disminución de la conflictividad tributaria, aun cuando la aplicación 
del modelo comporte una reordenación del sistema tributario y la rápida implementa 
ción del procedimiento colaborativo a los contribuyentes con una cifra de negocios supe 
rior a los 100 millones. Se ha de subrayar, también, que la Ley 23/2014 prevé la intro 
ducción de ciertas provisiones, que comportarían la extensión de este modelo de tutela 
je cooperativo a contribuyentes de menor fuste, que aún no se han implementado, dadas 
las dificultades propias de extender este sistema a pequeños y medianos contribuyentes. 
Desafortunada y lamentablemente, a este respecto, se ha de admitir que Italia no esti 
mula la iniciativa económica privada, ni simplifica suficientemente las obligaciones for 
males requeridas al respecto; las cargas fiscales y sus costes indirectos conducen no so 
lo a reflejar un impacto negativo en la productividad empresarial, sino a alimentar una 
cierta propensión a la evasión fiscal (28). 

Las expectativas del tejido societario en cuanto a este nuevo procedimiento apuntan 
a la construcción de un clima de confianza en el funcionamiento de un sistema tributa 
rio claro, estable y eficiente, en el que se disminuyan los costes derivados de su cumpli 
miento. Es al mismo tiempo evidente que la aplicación de este nuevo sistema permitirá 
a las compañías lograr una mayor estandarización de sus modelos de cumplimiento fis 
cal (29). Parece también claro que la eficiencia de este procedimiento se asienta sobre la 
neutralidad e independencia de criterio en aras de la protección no solo de los intereses 
del contribuyente, que puede legítimamente fiarse de su cumplimiento fiscal, sino tam 
bién de la Agencia tributaria, que se beneficiaría de una reducción de sus costes de ins 
pección y de un incremento de sus ingresos, como consecuencia de la implantación de un 
clima de confianza en el desarrollo de sus relaciones con los contribuyentes. 

La introducción de este nuevo régimen de cumplimiento cooperativo en Italia abre, 
pues, un nuevo horizonte en este país en lo relativo a la aplicación de los tributos: si es 
verdad que el diálogo y la prevención de riesgos pasan a constituir las herramientas im 
prescindibles para lograr los anhelados objetivos de cooperación entre las Autoridades 
tributarias y los contribuyentes, el Derecho sancionador tributario deberá de transfor 
marse en su integridad, tanto en lo relativo a sus fundamentos y finalidad, como en lo 
que se refiere a la tipificación de las infracciones, así como a la tipología de las sanciones 
y su graduación (30). 

(27) Véase ALBANO, G. (2015). 
(28) Véase AzzOLLINI, GArGIULO, LUPI (2015). 
(29) Véase FErrONI (2015), pág. 2021. 
(30) Véase rOzAS VALDéS (2015). 
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3. El NuEvo PARAdigMA cooPERAtivo: lA PRotEcciÓN dE lA 
coNfiANzA lEgítiMA 

Como se ha hecho notar en los epígrafes precedentes, las directrices de la OCDE so 
bre relaciones cooperativas (31) han impulsado reformas de muchos sistemas tributa 
rios –incluidos el italiano y el español– con el objeto de desplegar un nuevo modelo de 
gestión de las relaciones tributarias, con especial énfasis en lo atinente a las grandes 
empresas. La idea de una cooperación previa a la fase declarativa, en la que las partes 
implicadas puedan dialogar antes de dar paso al cumplimiento de las obligaciones tri 
butarias, juega un papel relevante en la reducción de la incertidumbre fiscal, que es uno 
de los obstáculos más importantes para un correcto funcionamiento del cumplimiento 
de sus obligaciones tributarias por los contribuyentes y de su planificación fiscal para 
las empresas (32). En particular, estos sistemas tienen como objetivo incentivar el cum 
plimiento voluntario, previniendo conductas de elusión fiscal y de conflicto; pero la sus 
titución del modelo adversarial –de confrontación– por uno más cooperativo ha de venir 
acompañada por un nuevo conjunto de disposiciones que verdaderamente vengan a 
transformar este nuevo marco de relaciones tributarias. 

En este contexto, es preciso destacar el papel relevante que está llamado a desem 
peñar el principio de confianza legítima, como garantía, tanto para la Administración 
como para los contribuyentes. Algunos autores han hecho notar que la confianza legí 
tima tiene una identidad propia en el marco de la certeza del Derecho, en la que se en 
marca (33). La «certeza del Derecho» se puede concebir como una categoría genérica 
identificada como una característica espacial y temporal del ordenamiento que haría 
predicable respecto del mismo la coherencia y previsibilidad de las consecuencias de su 
aplicación así como la claridad del proceso de creación del Derecho. Es propio de todos 

(31) Véase  OCDE  (2013). 
(32) En  el  análisis  de  las  razones  por  las  que  los  contribuyentes  cumplen  espontáneamente  con 

sus  obligaciones  fiscales  es  preciso  distinguir  entre  las  distintas  tipologías  de  contribuyentes,  dado 
que  no  hay  un  único  elemento  que  influya  de  idéntica  manera  en  el  comportamiento  de  las  perso 
nas  físicas  y  de  las  jurídicas;  no  obstante,  uno  de  los  elementos  que  en  mayor  medida  condiciona  el 
comportamiento  de  los  contribuyentes  es,  sin  duda  alguna,  la  previsibilidad  del  resultado  de  apli 
carse  el  ordenamiento  jurídico  a  sus  actuaciones  específicas.  La  ecuación  del  fraude  fiscal  es  ver 
daderamente  compleja.  El  Prof.  ELFFErS,  del  Netherlands  Institute  for  the  Study  of  Crime  and  Law 
Enforcement,  propone,  desde  el  ámbito  de  la  Criminología,  un  modelo  de  análisis  de  los  comporta 
mientos  de  defraudación  tributaria  particularmente  agudo  y  brillante.  A  su  parecer,  el  comporta 
miento  del  contribuyente  frente  al  pago  de  los  impuestos  se  compone  de  una  combinación  de  tres 
factores:  Willing  /  Be  Able  /  Daring,  voluntad,  capacidad  y  osadía  [ELFFErS,  h.  (2015)].  Dicho  de 
otro  modo:  Moral,  Oportunidad,  Miedo.  La  incidencia  de  uno  u  otro  factor  varía  en  razón  de  cir 
cunstancias  tanto  subjetivas  como  objetivas.  Defrauda  más  quien  menores  restricciones  morales 
subjetivas  tiene,  disfruta  de  mayores  oportunidades  al  respecto,  y  con  mayor  osadía  tiende  a  com 
portarse  frente  a  un  riesgo,  eventual,  de  ser  descubierto  y  sancionado. 

(33) En  el  Derecho  tributario  de  la  UE  este  principio  ha  sido  invocado  por  el  Tribunal  de  Justi 
cia  de  la  UE  en  materia  aduanera,  y  en  otros  ámbitos,  al  objeto  de  equilibrar  la  relación  entre  las 
expectativas  de  los  contribuyentes  y  el  interés  de  las  Administraciones  en  la  certeza  del  Derecho, 
en  lo  relativo  a  la  determinación  de  los  créditos  tributarios.  No  obstante  lo  cual,  ha  venido  utili 
zando  ambos  términos  –y  aún  hoy  lo  viene  haciendo–  como  sinónimos.  Véase  TJUE,  Sentencias  de 
3  de  diciembre  de  1998,  C 381/97,  Belgocodex,  Racc.  p.  I 8153,  p.  26;  26  de  abril  de  2005,  C 376/02, 
GoedWonen,  racc.  pág.  I 3445,  pág.  32;  21  de  junio  de  1988,  C–  257/86,  Comisión/Italia,  pág.  12; 
16  de  diciembre  de  1976,  C–  33/76,  Rewe,  pág.  5;  16  diciembre  de  1976,  C–  45/76,  Comet,  págs.  17– 
18,  en  racc.  p.  2043;  10  de  julio  de  1997,  C 261/95,  Palmisani,  en  racc.  pág.  I 0000,  p.  28;  10  de  di 
ciembre  de  1975,  C–  95/74  a  98/74,  15/75  y  100/75,  Unionnationale  des  coopérativesagricoles  de  cé-
réales  e  a./Comisión  y  Consejo,  págs.  43 45,  in  racc.  pág.  1615;  y  de  1de  febrero  de  1978,  C–  78/77, 
Lührs,  pág.  6  en  Racc.  pp.  169. 
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los sistemas legales contemporáneos (34) y se le pueden atribuir distintos significados: 
se puede leer como el derecho a un procedimiento justo, en un tiempo razonable, como 
prohibición de retroactividad o del «ne bis in idem». Entre todos estos distintos signifi 
cados, tiene una importancia particular el principio de confianza legítima formulado en 
Derecho alemán con el nombre de Vertrauensschtz (35) y desarrollado en distintas par 
celas de dicho ordenamiento. Puede considerarse como la «dimensión de previsibilidad» 
del principio de la certeza del Derecho (36). 

La trasposición de un principio típico del Derecho civil al ámbito de una rama del De 
recho público –en el que los sujetos no operan en igualdad de condiciones– representa 
una garantía de mayor equilibrio y ecuanimidad para todas las partes de las relaciones 
tributarias. El principio, efectivamente, está orientado, por una parte, a la limitación de 
la discrecionalidad administrativa, como prevención de interpretaciones normativas re 
troactivas; pero, por otra, también se ordena a posibilitar a la Administración la invoca 
ción de la legítima confianza para desbaratar determinados comportamientos de los 
contribuyentes encaminados a la atenuación abusiva de la carga tributaria. Además, el 
principio preserva las legítimas expectativas del contribuyente alimentadas por ins 
trucciones y contestaciones administrativas o por interpretaciones razonables del orde 
namiento (37). 

(34) La indagación sobre las bases y características de la certeza del Derecho (certezza del di-
ritto, sécurité juridique, seguridad jurídica, rechtssicherheit) es una de las cuestiones más debati 
das por la doctrina científica y judicial en todos los sistemas jurídicos y por todas las distintas es 
cuelas de pensamiento jurídico. Véase hArT, (1961); rAz (1979); DwOrkIN (1986); rAITO (2003); VA 
LEMBOIS (2005); GArzóN VALDéS (1993); PérEz LUñO (1991); hIErrO SáNChEz PESCADOr (1989); 
SáINz DE BUJANDA (1963); GArCíA NOVOA (2000); MArONGIU (2012). Estando este artículo ya en fa 
se de revisión se ha publicado por SErrANO ANTóN (2018) un trabajo que explora el problema de la 
seguridad jurídica en el Derecho tributario desde la consideración de diversas metodologías nor 
mativas y aplicativas encaminadas a reforzarla. 

(35) Véase DELLA VALLE (2001), pág. 77. 
(36) Véase rAITIO (2003) y POrTUOSE, GOUGh, TANEGA (2014). 
(37) Los cambios sociales y económicos a menudo generan incertidumbres en la interpretación 

de la normativa tributaria que pueden derivar en infracciones provocadas por malentendidos, vo 
luntarios o involuntarios, del ordenamiento. No es difícil entender que es inherente a la legislación 
tributaria un cierto grado de complejidad, consustancial con su necesaria conexión con otros ámbi 
tos de la ley y con sus rigideces técnicas. A mayor abundamiento, la incertidumbre es resultado del 
proceso de formación de la doctrina judicial, uno de los mayores obstáculos para el conocimiento 
preciso de las reglas aplicables a las transacciones entre los contribuyentes. En Italia, España, y 
otros países europeos, la complejidad se alimenta, igualmente, de numerosas leyes que nacen de 
delegaciones del legislativo y decretos leyes en materia tributaria, con frecuencia utilizados de for 
ma precipitada para acomodarse a las exigencias ligadas, por ejemplo, al plan europeo de estabili 
dad y convergencia u a otras exigencias derivadas del Derecho internacional o del de la UE. Otra 
característica del Derecho tributario que es fuente de incertidumbre es lo que ha dado en lla 
marse «inflación normativa» en alusión a los continuos, rápidos y, en ocasiones, contradictorios 
cambios legislativos que hacen complejo identificar la regla a aplicar en cada caso. La compleji 
dad del Derecho tributario condiciona la legítima confianza del contribuyente en términos de 
estabilidad y predecibilidad: en este contexto adquiere un papel relevante la doctrina y la ju 
risprudencia que pueden contribuir a dotar de un significado claro y unívoco a la normativa. La 
incertidumbre del Derecho tributario puede influir en la capacidad empresarial de planifica 
ción fiscal, en particular si su tamaño es pequeño o mediano y no cuentan con un departamen 
to fiscal responsable de predecir y evaluar las consecuencias fiscales de su operatividad. Efecti 
vamente, el despliegue de un departamento fiscal interno comporta, normalmente, un desafío 
costoso para una economía empresarial y sólo las grandes corporaciones cuentan con el mismo 
en sus organigramas. Semejante instrumento de control interno, capaz de prevenir la comisión 
de infracciones y de sanciones frecuentemente desproporcionadas, y consecuentemente en con 
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La legítima confianza está llamada a desempeñar un papel relevante en un contexto 
de cooperación entre los contribuyentes y las Administraciones tributarias, en la medi 
da que ha de constituir el trasfondo necesario de la fiabilidad sobre la que construir las 
relaciones tributarias y reducir el nivel de incertidumbre en su desarrollo. Este princi 
pio, conjuntamente con el de buena fe, debería de ser la clave para evaluar la responsa 
bilidad del contribuyente cooperativo, especialmente de las empresas, que frecuente 
mente ha de lidiar con multitud de disposiciones tributarias en su tarea de planificar las 
consecuencias fiscales de su actividad. 

El Estatuto del contribuyente italiano (38) formula este principio en forma de dispo 
sición legal: el art. 10 lleva por título «protección de la buena fe y de la confianza legíti 
ma» y prevé que las relaciones entre los contribuyentes y las Administraciones tributa 
rias están basadas en los principios de cooperación y de buena fe (39). El principio esta 
blece un deber general de cooperación y de buena fe y no opera únicamente en beneficio 
del contribuyente, que tiene derecho a un trato equitativo y transparente por parte de 
las Administraciones: de hecho, no permite hacer uso del mismo como causa de exclu 
sión de responsabilidad en supuestos de comportamientos elusivos disfrazados de ma 
lentendidos en la interpretación del ordenamiento. La «buena fe» prevista en el art. 10 
ha de ser entendida en un sentido objetivo como presupuesto de la obligación de ambas 
partes de tratarse de forma equitativa (40). Ciertamente, otros sistemas normativos ha 
cen referencia a la confianza legítima, pero normalmente considerada como un principio 
general del Derecho (41). 

En los sistemas de relaciones cooperativas, la garantía de la protección de la buena 
fe afecta no tan solo al inicio y desarrollo de la relación, sino a las consecuencias de la 
misma en lo relativo a las infracciones voluntarias o involuntarias que se hubieran po 
dido cometer. El Estatuto del contribuyente italiano, en el mismo art. 10, regula la re 
lación entre los contribuyentes y las Administraciones tributarias desde el específico 
punto de vista de la confianza y de la buena fe en lo relativo a la aplicación del Dere 
cho sancionador tributario (42). El sentido de esta norma es el de eximir de sanciones 
o de intereses de demora al contribuyente que acomode su comportamiento a las ins 
trucciones administrativas, incluso en el caso de que estas cambien, o en tanto en 
cuanto su conducta obedezca a hechos directamente derivados de dilaciones, omisio 
nes o errores administrativos (43). En este sentido, esta norma trata de proteger la 
«confianza» que el contribuyente hubiera puesto en la autoridad de la Administración 
tributaria, en tanto en cuanto esta última hubiera podido influir en sus comporta 
mientos en lo relativo al cumplimiento de sus obligaciones tributarias. Adicionalmen 
te, el parágrafo tercero del precepto protege la buena fe y confianza legítima del con 
tribuyente en casos de incertidumbre respecto de la normativa tributaria, previniendo 
de la imposición de sanciones en los casos de infracciones que dependan en su comi 
sión de incertidumbre objetiva en lo atinente a la interpretación y aplicación de dispo 
siciones tributarias (44). Así, si la violación de la norma consistiera en un mero in 

diciones  de  asumir  la  interlocución  con  las  Administraciones  tributarias,  juega  un  papel  verda 
deramente   trascendente   en   el   desarrollo   de   las   actividades   empresariales.   Véase   LOGOzzO 

(2002),  págs.  67  y  sigs. 
(38) Ley  de  27  de  julio  de  2012,  nº  212,  en  la  G.  U.  del  31  de  julio,  nº  117. 
(39) Véase MArONGIU (2008),  págs.120  y  sigs. 
(40) Véase DELLA VALLE (2001),  págs.  133  y  sigs. 
(41) Véase  en  la  literatura  española,  DíAz rUBIO (2012). 
(42) Véase STEVANATO (2012),  págs.  522  y  sigs. 
(43) Cfr.  SAMMArTINO (1997),  págs.  1077  y  sigs. 
(44) Véase  DEL FEDErICO (2004),  págs.  33  y  sigs. 
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cumplimiento formal sin daño patrimonial, la sanción tributaria no se podrá imponer ex 
post. Otros sistemas legales prevén disposiciones eximentes de responsabilidad en los ca 
sos de infracciones debidas a la adopción de soluciones procuradas por las Autoridades tri 
butarias o si el incumplimiento de la normativa se incardina en el marco de procedimien 
tos cooperativos y se trata de errores que no superen márgenes aceptables (45) o, en defi 
nitiva si las infracciones se amparasen en excusas razonables (46). Por ejemplo, el or 
denamiento tributario español protege la buena fe de los contribuyentes al establecer 
se en el art. 179. d) LGT una causa de exclusión de la responsabilidad, de conformidad 
con la cual el contribuyente no podrá ser considerado responsable, imputable, y no se 
le podrán imponer sanciones cuando hubiera actuado en el cumplimiento de sus obli 
gaciones tributarias con la diligencia debida. Además, la misma norma protege la con 
fianza legítima del contribuyente, previendo como causa específica de exclusión de 
responsabilidad el haberse amparado en una interpretación razonable de la norma a 
la que él se hubiera acomodado. 

En otras palabras, la confianza legítima y la buena fe vendrían a operar no solo como 
un instrumento para analizar las infracciones cometidas por el contribuyente que se hu 
bieran realizado en condiciones objetivas de incertidumbre o en un entorno de instruc 
ciones ambiguas, sino en clave de renuncia del Estado a sus intereses patrimoniales, por 
ausencia de un ánimo de causar daño. Desde este punto de vista es más fácil entender 
cómo puede funcionar un estándar interpretativo en un marco cooperativo: si no hay 
culpa, si el contribuyente muestra todas sus cartas a la Administración tributaria, anti 
cipadamente, la eventualidad de un error se podría tratar de forma congruente, es decir, 
asumiendo la buena fe y la honestidad de su legítima confianza. 

Las causas de exclusión de responsabilidad más arriba mencionadas están todas ellas 
basadas en una misma asunción: la protección del contribuyente que de buena fe y de 
forma fiable coopera con su cumplimiento voluntario. Este nuevo modelo de relaciones 
entre el contribuyente y la Administración tributaria incorporado a diferentes ordena 
mientos, en Italia, España y muchos otros países, precisa de un desarrollo expresivo de 
la base de fiabilidad –que no confrontación– sobre la que se construye, especialmente 
para aquellas corporaciones que contribuyen señaladamente al desarrollo de las socie 
dades en las que operan. 

La confianza legítima y la buena fe en un entorno de relaciones cooperativas pueden 
ser instrumentos para ponderar la diligencia debida requerida de los contribuyentes 
que trabajan codo con codo con las Administraciones tributarias, para tipificar lo que 
pueda o no constituir un comportamiento ilícito, y para determinar las sanciones aplica 
bles –o no aplicables– en el caso de que se comentan dichas infracciones, así como para 
incentivar de modo eficiente el cumplimiento espontáneo y desincentivar las actitudes 

(45) En  el  sistema  holandés  de  «Horizontal  monitoring»,  se  prevé  un   límite  comprensible  de 
errores  materiales  para  aquellos  contribuyentes  que  se  declaren  conforme  a  este  sistema.  Véase 
GrIBNAU (2015), págs.183  y  sigs. 

(46) Las  causas  de  exclusión  de  responsabilidad  más  arriba  descritas  y  que  se  incardinan  en 
los  ordenamientos  italiano  y  español,  tienen  un  cierto  parecido,  serían  equivalentes,  a  la  llamada 
«reasonable  excuse»  prevista  en  el  sistema  tributario  británico.  En  este  último  caso,  pese  a  no  ha 
berse  explícitamente  previsto  en  una  disposición  legal,  la  excusa  razonable  se  utiliza  con  carácter 
general  por  la  Administración  tributaria  británica  (HMRC)  aun  cuando  en  ocasiones  lo  interprete 
de  forma  restrictiva  como  «something  unexpected  or  outside  your  control  that  stopped  you  meeting 
a  tax  obligation».  Se  podría  aducir  que  la  responsabilidad  por  la  infracción  tributaria  no  depende 
ría  de  una  regla  jurídica  que  tipifica  el  incumplimiento  ex  ante  sino  que  fuera  el  resultado  de  una 
evaluación  posterior  que  tuviera  en  cuenta  factores  externos  a  la  voluntad  del  contribuyente.  Véa 
se MALCOLM (2009),  y  MASS (2014),  págs.  374 380. 
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de ocultación y falta de cooperación más dañinas para el funcionamiento normal del sis 
tema. 

Esta voluntad sería la línea que vendría a delimitar el ámbito de aquellos contribu 
yentes cumplidores que prefieren cooperar de forma ordinaria y participar en los siste 
mas de cooperación para construir un sistema tributario equitativo en el que estuviese 
garantizada la proporcionalidad y, con ello, la justicia. 

4. AlguNAS PREviSioNES EN RElAciÓN A EStoS ModEloS 
dE RElAciÓN 

Las disposiciones referidas no agotan el marco normativo propio de las disposicio 
nes italianas o españolas relativas a los deberes fiduciarios de los administradores so 
cietarios y a su responsabilidad fiscal. ya desde su primera formulación en 1963, por 
lo que se refiere al caso español, por ejemplo, se preveían deberes de responsabilidad 
fiscal específica para los administradores, que se han mantenido hasta ahora, modifi 
cados en su contenido y reiteradamente agravados en la última década, con vistas a 
combatir el fraude fiscal y a implicar directamente a los Consejos de administración 
en la adopción de las decisiones relacionadas con su comisión (arts. 41 43 LGT 
58/2003). 

En Italia, en el mismo sentido, los sistemas de control interno del cumplimiento de 
la legalidad previstos en el Decreto Ley 231/2001, a los que se refiere la nueva regu 
lación de las relaciones cooperativas como complementarios de la adopción de siste 
mas internos de control de los riesgos fiscales, pueden eximir de responsabilidad pe 
nal –o atenuarla– a las sociedades por cuanto a la incursión en responsabilidad por 
ilícitos cometidos con posterioridad a la adopción de dichos planes de prevención de 
riesgos. Aun cuando, en el caso italiano, se ha de señalar que la normativa del 2001 
excluía expresamente de su ámbito propio, con carácter genérico al menos, los delitos 
fiscales. 

La clave está en entender que, de ahora en adelante, los deberes fiduciarios en ma 
teria fiscal de los ejecutivos de las corporaciones no consisten, ya, en reducir todo lo 
que sea posible su carga tributaria, sino, más bien, en pagar los tributos debidos en 
los plazos oportunos de conformidad con la normativa aplicable, limitando los riesgos 
de incumplimiento en materia fiscal que, de producirse, comportarían no sólo un in 
cremento sobrevenido de las cargas fiscales –y la eventual exigencia de responsabili 
dad por infracciones administrativas o penales a las sociedades y/o a sus directivos– 
sino, también, un perjuicio considerable para la corporación y sus accionistas, en tér 
minos de reputación y beneficios: riesgos, en definitiva, que conviene prevenir y 
atemperar. 

Esta aproximación a la cuestión ubica a las autoridades públicas en la posición de 
representantes legítimas de los ciudadanos, en definitiva como stakeholders de las 
corporaciones, y sitúa el pago de los tributos en el marco de un deber ordinario del que 
los Consejos de administración están obligados a rendir cuentas, como parte de sus 
obligaciones específicas, también, respecto de los accionistas y de la sociedad en su 
conjunto (47). 

(47) Estas políticas de cumplimiento cooperativo y transparencia fiscal se insertan en el marco 
de lo que constituye la llamada responsabilidad Social Empresarial o Corporativa, como muy bien 
se ha expuesto por GrAU rUIz (2015). «El Plan de Acción para reforzar la lucha contra el fraude fis 
cal y la evasión fiscal, [COM (2012) 722 final], confirma la relación entre responsabilidad social 
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No hay duda alguna de que las fronteras entre conceptos como evasión fiscal (tax eva-
sión), elusión fiscal o abuso del Derecho (tax avoidance) y economía de opción (tax miti-
gation) están lejos de ser claras e indiscutibles. Nadie es capaz de decidir, de una vez por 
todas y para todos los supuestos, cuándo lo «sustancial» debe de prevalecer sobre lo «for 
mal», cuándo no puede advertirse otro «motivo económico válido» de una operación, dis 
tinto del ahorro fiscal, digno de consideración. Sin embargo, quizás, algo sí que está 
cambiando en lo relativo a los deberes fiduciarios en materia tributaria de los Consejos 
de administración. En lo sucesivo, probablemente, deberá de asumirse que los adminis 
tradores de las corporaciones tienen un deber fiduciario respecto a las mismas de no en 
gañar a las Autoridades tributarias en estas cuestiones, antes bien, de cooperar (del la 
tín co-opeare, trabajar juntos) con ellas, para cumplir con sus obligaciones tributarias de 
forma razonable. El control y gestión de los riesgos fiscales deja de ser, pues, una fun 
ción exclusiva de la Administración tributaria para pasar formalmente a compartirla 
con los órganos de gobierno de las corporaciones, obligados a detectar, a informar, de 
aquellas estrategias de planificación fiscal que razonablemente pudieran ser suscepti 
bles de ser calificadas como abusivas (48). 

La lógica consecuencia de este modelo conduce a la Administración tributaria a cen 
trar sus estrategias de comunicación con los contribuyentes que cooperan en facilitarles 
el cumplimiento de sus obligaciones tributarias en la fase anterior a la declaración y au 
toliquidación de las mismas, y no en regularizar y sancionar a posteriori los errores que 
hubieran podido cometer (49). La comunicación tributaria en un entorno cooperativo se 
viene a ubicar, así, en un plano de igualdad, de confianza legítima, de modo que forman 
parte de la misma –en el mismo orden de cosas– tanto los deberes de información que 
competen al contribuyente, como los de asistencia e información que incumben a la Ad 
ministración tributaria (50). 

corporativa  y  planificación  fiscal  agresiva  al  afirmar  lo  siguiente:  «Al  pagar  impuestos,  las  empre 
sas  pueden  tener  una  repercusión  importante  y  positiva  sobre  el  resto  de  la  sociedad.  Por  tanto, 
puede  considerarse  que  la  planificación  fiscal  agresiva  vulnera  los  principios  de  responsabilidad 
social  de  las  empresas».»  [SáNChEz LóPEz (2017),  pág.  106]. 

(48) Este  es  el  sentido  último  de  la  iniciativa  12  de  BEPS  y  de  la  propuesta  de  modificación  de 
la  Directiva  sobre  asistencia  mutua  presentada  en  julio  del  2017  por  la  Comisión,  a  la  que  más 
arriba  se  hacía  referencia. 

(49) La  lógica  de  la  buena  gobernanza  funciona,  también,  para  la  buena  Administración:  «Lo 
cierto  es  que  la  tributación,  cada  vez  más,  se  ve  como  un  área  creciente  de  riesgo  empresarial  y 
existe  un  riesgo  en  la  reputación,  vinculado  al  modo  en  que  operan  las  empresas.  Pero  este  esque 
ma  puede  trasladarse  también  al  campo  de  la  Administración  tributaria,  si  el  modo  de  actuar  y 
cuidar  del  interés  público  no  es  el  más  apropiado,  ello  puede  generar  descrédito  hacia  la  misma.» 
GrAU rUIz (2013),  pág.  40.  «En  consecuencia,  la  transparencia  es  clave:  de  las  empresas  respecto 
de  sus  estrategias  y  contingencias  fiscales  y  de  las  Administraciones  tributarias  respecto  de  sus 
criterios,  en  este  último  caso  para  reforzar  la  seguridad  jurídica.»  GASCóN CATALáN (2015), pág.  94. 

(50) Véase  JOVé I VILALTA (2017).  «…para  el  éxito  de  una  relación  cooperativa  es  importante 
también   reforzar   el   buen   gobierno   dentro   de   la  Administración»   [GASCóN CATALáN (2015),   pág. 
105].  «En  máxima  síntesis,  toda  experiencia  de  cumplimiento  cooperativo  implica  un  intercambio 
de  transparencia  (proporcionada  por  las  empresas)  por  seguridad  jurídica  (que  proporciona  la  Ad 
ministración)»  [SANz GóMEz (2016  a),  pág.  210].  Tal  intercambio  recíproco  debe  realizarse  de  ma 
nera  temprana  y  ágil,  lo  cual  ayuda  a  los  objetivos  de  ambas  partes:  esta  agilidad  y  reciprocidad  se 
ha  señalado  por  SANz GóMEz [(2016  a),  pág.  227],  al  poner  en  relación  los  apartados  2.3  y  3.3  del 
Código  de  buenas  prácticas  referidos  al  compromiso  de  las  empresas  de  informar  y  al  de  la  Admi 
nistración  de  contestar  a  las  cuestiones  planteadas  por  el  contribuyente,  en  ambos  casos,  con  «la 
rapidez  requerida».  Como  se  dice  en  la  literatura  holandesa  sobre  los  modelos  de  relación  coopera 
tiva  «el  tango  es  cosa  de  dos». 
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Los sistemas español e italiano aquí descritos, desarrollados al amparo de lo que se 
ha dado en llamar «relaciones cooperativas» –los deberes fiduciarios en materia fiscal 
de los administradores de sociedades cotizadas y el régimen de adempimento cooperati-
vo– se construyen desde una concepción de las relaciones tributarias entre los contri 
buyentes y las Administraciones tributarias basadas en la confianza legítima como cri 
terio rector de las mismas. Eso sí, una diferencia sustancial entre ambos sí se advierte 
con claridad. Mientras que en España la única medida legislativa al respecto –más allá 
de las disposiciones de soft law generadas en el Foro de las Grandes Empresas– ha lle 
gado al Derecho tributario desde el Ministerio de Economía, desde el Derecho mercan 
til –incardinado en las disposiciones reguladoras del buen gobierno corporativo, de la 
responsabilidad social corporativa– en Italia sí se ha implantado en el corazón del De 
recho tributario, y por la Agencia tributaria –en el marco de un procedimiento específi 
co y reglado de cumplimiento cooperativo– un modelo completo de gestión de los riesgos 
tributarios para las grandes empresas (51). 

En todo caso, ambas regulaciones son un buen ejemplo de cómo están cambiando las 
relaciones tributarias, desde un paradigma adversarial, de confrontación –de control 
administrativo prospectivo, más frecuentemente de lo que sería aceptable seguido de un 
litigio– hacia otro cooperativo, de confianza recíproca, en el que en la fase previa a la de 
claración se intercambia abiertamente información y en el que el contribuyente no se li 
mita a un cumplimiento renuente, sino que lleva a cabo un control autónomo efectivo de 
sus riesgos fiscales. Se estaría evolucionando, pues, desde un modelo de autoliquida 
ción y eventual comprobación retrospectiva de lo declarado y liquidado– hacia otro en el 
que la clave está en la implantación de sistemas de autocontrol de los riesgos de incum 
plimiento y verificación posterior del correcto funcionamiento de dicho sistema, del Tax 
Control Framework, aceptando que, en sí mismo, el modelo de autocontrol garantiza un 
cumplimiento razonable de los deberes tributarios. 
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(51) Ciertamente, el éxito de una transición gerencial hacia un modelo de administración del 
sistema tributario más colaborativo que conflictivo no depende, única ni principalmente, de la 
adopción de disposiciones legislativas. De hecho, ninguno de los países que han destacado por la 
implantación de estos modelos de gestión de los riesgos fiscales, Tax Risk Management, han nece 
sitado llevar a cabo un desarrollo legislativo específico de los mismos (VAN DEr hEL, VAN DIJk y SI 
GLé [(2016), pág. 644]. No obstante, ninguno de ellos, tampoco, es de tradición romana. En otros or 
denamientos jurídicos, por el contrario, sí se han implantado los sistemas de cumplimiento coope 
rativo mediante reformas legislativas [PEMBErTON y MAJDANSkA (2016), pág. 595]. A mi parecer, 
en países como España o Italia difícilmente la Administración se mueve con decisión en una direc 
ción si no hay un impulso legislativo previo bien claro al respecto. Desde este punto de vista, pare 
ce innegable que el Derecho tributario italiano estaría avanzando con mayor decisión en la mate 
ria que el Derecho tributario español. 
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